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EDITORIAI,

Siguiendo con la labor de comunicación e información
que este medio transmite y que tan amablemente reciben,
ponemos a su consideración el contenido del presente boletín,
que esperamos les sea de gran interés.

Como es costumbre, en la sección de doctrina se presentan
las ponencias y trabajos que dada su importancia, resulta
necesario difundirlas. en beneficio de nuestros lectores. En esta
ocasión se presenta la ponencia denominada MEDIDAS DE
SIMPLIFICACIÓN Y AGILIZACIÓN DEL
PROCEDIMIENTO ECONÓMICO-ADMINISTR,/ITIVO EN
LA NUEVA LEy GENERAL TRIBUTA.RII, expuesta por el
Doctor Eduardo Abril Abadín, Presidente del Tribunal
Económico-Administrativo Central de España, dentro de los
trabajos desarrollados con motivo de la V Asamblea y Jornadas
de Trabajo de la Asociación Iberoamericana de Tribunales de
Justicia Fiscal o Administrativa, que tuvo verificativo los días
29,30 de septiembre y lo de octubre del año próximo pasado,

en la Ciudad de Manaus de la República de Brasil, que es de
indudable utilidad en cuanto derecho comparado.

En la parte relativa a noticias, con agrado informamos a
ustedes sobre el coloquio binacional sobre justicia

administrativa México-Argentina, llevada a cabo en la Ciudad
de México, Distrito Federal, los días 3l de mayo, 1,2,y 3 de
junio del presente año, en el auditorio Antonio Carrillo Flores
con el patrocinio y coordinación del Tribunal Federal de

Justicia Fiscal y Administrativa, a través de su Instituto de
Estudios Sobre Justicia Administrativa, a tal evento asistieron
entre otras personalidades el Doctor Iglacio Josué Buitrago,
Presidente del Tribunal Fiscal de la Nación de Argentina y de
la Doctora Mónica Navarro Presidenta del Tribunal Fiscal de
Apelaciones de la Provincia de Buenos Aires.

También en dicho apartado, tenemos el agrado de informar
aceÍca de la celebración de la XIV Reunión Anual-de
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa de México, realizada con motivo del LXIX
Aniversario de la expedición de la Ley de Justicia Fiscal de
1936, evento al que asistirrin diversas personalidades del

ámbito jurisdiccional y académico de la República Mexicana.
El tema general de la reunión será "Ante los Retos del Futuro,

Valores y Capacidades del Contencioso Admínistrativo
Federul" .

Finalmente, en la sección "Perlas Jurídicas", pretendemos

como siempre, conducirles a un momento de reflexión profunda,

acerca del Derecho, la justicia, la ley; en suma, del mejoramiento
del ser humano en su convivencia con los demás.

I,A COilIU¡úr]CACIóN PORT,Ú'NCE I'A UNIDAD.
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necesariamente, con catácter previo,
reclamación económico-administrativa ante
Tribunales Económico-Administrativos.

En definitiva, en todo lo que concierne a la
esfera tributaria es la reclamación económico-
administrativa, ante los Tribunales Económico-
Administrativos, y no el recurso de alzada, la que
agota lavia administrativa y abre la posibilidad de
acudir a la via judicial y, en concreto, a la
jurisdicción contencioso-adminis trativ a.

II. Naturaleza de los Tribunales Económico-
Administrativos

Por lo que se refiere a la naturaleza de los
Tribunales Económico-Administrativos, hay que
señalar que se les denomina Tribunales y también
se hace referencia, en ocasiones, a la existencia de
una jurisdicción económico-administrativa.
Durante bastante tiempo fue objeto de discusión
doctrinal la naturaleza jurisdiccional o
administrativa de estos órganos. Sin embargo, a la
hora de abordar esta cuestión, no se puede
desconocer que la Constitución Española otorga el
monopolio de la función jurisdiccional al poder
Judicial y éste, según la misma, está formado por
Jueces y Magistrados que son independientes
frente al resto de los poderes del Estado y frente a
las partes que intervienen en el litigio. En
consecuencia, no puede ni debe hablarse de una
jurisdicción económico-administrativa.

La defensa que, en ocasiones, se ha hecho
del carácter jurisdiccional de los Tribunales
Económico-Administrativos olvida que la
independencia funciqnal de la que, sin duda,
gozan los órganos de la via económico-
administrativa, y que siempre ha sido respetada,
no impide consignar su dependencia orgánica
hoy de la Secretaría de Estado de Hacienda y
Presupuestos, dentro del Ministerio de

una
los

I. La Especiaüdad de la vía económico-
administrativa.

Es evidente que la complejidad normativa
de la materia tributaria unida a la especial
sensibilidad de la sociedad y de eada uno de los
ciudadanos hacia los impuestos han propiciado la
aparición -y luego la continuidad- de
peculiaridades jurídicas y organizativas en el
ámbito tributario que han terminado por dar lugar
a especialidades administrativas, no siempre bien
comprendidas.

En este contexto en España nos
encontr¿rmos en el ámbito tributario con los
Tribunales Económico-Administrativos, órganos
con una antigüedad más que centenaria en nuestro
país, ante los que se sustancian las reclamaciones
económico-administrativas, como elemento
diferencial y -porqué no decirlo- controvertido
frente al ámbito administrativo seneral.

En efecto, frente al planteamiento
administrativo en general, contenido la Ley 30192,
de Procedimiento Administrativo Común, que
establece como vía de impugnación el recurso de
alzada ante el órgano superiorjerarquico de aquél
que dictó el acto, sin perjuicio de guo,
previamente, se pueda presentar, con caráctet
potestativo, recurso de reposición ante el mismo
órgano que dictó el acto, el ámbito tributario, o si
se quiere el espacio económico-administrativo,
tiene su propia especialidad.

Y esta especialidad reside en que en el
¿ámbito económico-administrativo nos
encontramos, también, con la existencia de un
recnrso previo de reposición, de caráLcter
potestativo, ante el órgano que dictó el acto, pero,
en sustitución del recurso de alzada, quien
pretenda acudir a la vía judicial deberá plantear



Economía y Hacienda, dependencia orgánica
que es, sin embargo, perfectamente compatible
con la diferenciación y especialización de los
Tribunales Económico-Administrativos.

En efecto, afirmar que los Tribunales
Económico-Administrativos no son órganos
jurisdiccionales no debe significar ni la negación
ni el dernerito de sus características propias. Se
configuran como órganos administrativos "sui

generis", o especiales, en correlación con la
singularidad de la actiüdad tributaria, con unas
notas y características propias que motivan una
cierta'Jurisdiccionalización" del procedimiento
económico-administrativo.

Pero, sin perjuicio de 1o anteriormente
señalado, puede resultar ilustrativa la
relativamente reciente Sentencia del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea, de 2l de marzo de
2000 que, resolviendo una cuestión prejudicial
planteada precisamente por un Tribunal
Económico-Administrativo Regional, entra a
analizar si los mismos poseen el carácter de
órganos jurisdiccionales, Y, Por 1o tanto, si los
Tribunales Económico-Administrativos están
legitimados para plantear una cuestión prejudicial
ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Pues bien. el Tribunal Comunitario, después
de analizar y constatar el origen legal de los
Tribunales Económico-Administraüvos, su
peÍnanencia, el caráctet obligatorio de su
jurisdicción, el catácter contradictorio del
procedimiento, la aplicación de normas jurídicas y

su independencia, concluye que los Tribunales
Económico-Administrativos tienen la
consideración de órganos jurisdiccionales y

pueden plantear cuestiones prejudiciales' No

obstante, lo que no se puede es desconocer que

este pronunciamiento del Tribunal de Justicia
comunitario se hace exclusivamente dentro del

ámbito del Derecho Comunitario y en el sentido
del Tratado de Roma, Y, €Il consecuencia, sin
efecto en 10 que al Derecho intemo o nacional se
refiere.

Prescindiendo Pues de Polémicas
terminológicas, la naturaleza de estos Tribunales
se puede resumir a través de las siguientes notas
fundamentales:

a) Orgánicamente se encuadran en la
Administración del Estado y, en concreto, en el
Ministerio de Economía Y Hacienda

b) Sus miernbros se designan según los
procedimientos ordinarios de proüsión de puestos
de trabajo en la Administración (con alguna
peculiaridad en cuanto al nombramiento de los
Vocales del Tribunal Central, que requiere un Real
Decreto), no teniendo un estatuto diferente del
resto de los funcionarios públicos.

c) Sus decisiones se adoptan en derecho,
viniendo obligados a fallar.

d) Tienen plena "independencia funcional"
en el ejercicio de sus competencias y no están, por
lo tanto, sometidos al criterio del superior
jerarquico.

e) La Administración gestora (en sentido
amplio) comparece y act6a ante ellos en una
posición híbrida, pues, siendo estos Tribunales
órganos administrativos, sus fallos pueden ser
recurridos en alzada por determinados órganos
administrativos.

fl A veces, los Tribunales Económico-
Administrativos ejercen una función cuasijudicial,
cuando conocen de las que se denominan
"actuaciones tributarias reclamables" es decir, de
las controversias entp particulares con motivo, por

ejemplo, de repercusiones o retenciones tributarias'
En tales casos, no se imPugnan actos
administrativos, ni el mandato del Tribunal en el
fallo se dirige a la Administración, aunque el



acuerdo, una vez firme, tenga el valor de cosa
jtngada para ell4 en lo que le afecte. El mandato
se dirige a un particular, que viene obligado a
cumplir el fallo cuando sea firme, pudiendo
incluso llegar a imponerse multas coercitivas en
los tenninos que recoge la correspondiente
normativa.

Interesa pues destacar, resumiendo lo
antedicho, gue, sin duda, los Tribunales
Económico-Administrativos tienen la naturaleza
de órganos administrativos, con dependencia
orgrtnica del Ministerio de Economía y Hacienda,
a través de la Secretaria de Estado de Hacienda y
Presupuestos. Dicha dependencia es, sin embargo,
perfectamente compatible con una absoluta
separación de los órganos de gestión, confirmada
por el expreso reconocimiento legal de su total
independencia funcional. Nos encontramos pues,
como ya hemos señalado, ante órganos
administrativos "sui generis" o especiales, con
unas notas y características propias, que hacen que
el procedimiento económico-administrativo se
asemeje más a un proceso jurisdiccional que a un
procedimiento puramente adminishativo.

III. Razón de ser de los Tribunales Económico-
Administrativos

A la vista de lo hasta aquí expuesto nos
podemos preguntar cuál puede ser, en definitiva,
la razón de ser de la existencia más que
centenaria y, como veremos, de la pervivencia en
la nueva Ley Gcneral Tributaria de los
Tribunales Económico-Administrativos.

La vía económico-administrativa con la
intervención de los Tribunales Económico-
Administrativos cumple la misma función en el
ámbito tributario que el recurso de alzada en el
procedimiento administrativo común: con ella se
agota la vía administrativa. La reclamación

económico-administrativa no supone, por tanto,
un recurso añadido. Ciertamente la formula de la
reclamación económico-administrativa puede
resultar menos ágil que la formula general del
recurso de alzada, sobre todo teniendo en cuenta
que en la mayoría de los casos la reclamación
económico-administrativa consta de dos
instancias.

De todas formas, y en cuanto al argumento
de la menor agilidad de la vía económica-
administrativa frente al recurso ordinario de
alzada, es curioso constatar que la introducción
por la Ley 1198, de Derechos y Garantías del
Contribuyente, de la posibilidad de un recurso
"per saltum", de manera que el Tribunal
Económico-Administrativo Central pueda
conocer en única instancia de aquellas
reclamaciones susceptibles de recurso de alzada
gue, aun pudiendo presentarse en primera
instancia ante los Tribunales Resionales. los
contribuyentes decidan interponerlas
directamente ante el Tribunal Central, ha tenido
hasta la fecha muy escaso éxito entre los
contribuyentes, que, por lo que parece, prefieren
agotar las dos instancias, y ello si hacemos caso
de las estadísticas de las que disponemos hasta el
momento.

Pero, en cualquier caso, este posible
inconveniente de la vía económico-
administrativa, de menor agilidad frente al
recurso de alzada ordinario, podría quedar, en
buena parte, compensado por una serie de
ventajas de la vía económico-administrativa y
que se pueden resumir de la siguiente manera:

- la decisión .corresponde a un órgano
desvinculado de quien dictó el acto que se revisa,
lo que le otorga mayor gado de objetividad
frente al recurso de alzada que resuelve el
superior jeriírquico del órgano que dictó el acto"



- resuelve, Por mayoría' un órgano

colegiado, lo que le otorga mayor probabilidad

de acierto frente a la resolución por un órgano

unipersonal, como es el caso del recurso de

alzada.

- sus componentes son expertos en las

materias a las que se refieren las reclamaciones,

Io que le confiere un alto grado de especialidad

que� no tienen, en general, los órganos de la

j urisdicción contencioso-administrativa
españoles.

- finalmente, se trata de un recurso

gratuito, que no requiere abogado ni procurador,

y cuya iniciación se puede realizat rnediante un

r.n"itlo escrito limitado a exponer el acto de la

administración gestora ante el que se recuffe'

Todo ello pelmite que en lavia económico-

aor,rinistrativa se pueda y se deba llevar a cabo

un examen profundo, riguroso y efrcaz de los

actos tributarios antes de que salgan de la esfera

administrativa. Y lo cierto es que un gran

porcentaje de las reciamaciones interpuestas se

iesuelven definitivamente en los Tribunales

Económico-Administrativos sin que pasen' por

tanto, a la esfera judicial (con los datos de que

disponemos sólo el l5o/o de las resoluciones

económico-administrativas son recurridas por el

contribuyente en la vía judicial). Ello se produce

ya sea porque la reclamación es estimada, total o

parcialmente, ya sea porque los fundamentos de

iu resolución desestimatoria convencen al

reclamante, ya sea por el coste que supone el

recurso contencioso-administrativo frente a la

gratrridad del recurso económico-administrativo'

Y en cuanto al escaso Porcentaje de

reciamaciones restantes que acceden a la

jurisdicción contenciosa, y en concreto a los

Tribunales Superiores de Justicia o a la

Audiencia Nacional, los Tribunales de esta

jurisdicción acogen en gran parte la posición de

los Tribunales Económico-Administrativos (con

los datos de que disponemos sólo en el5o/o de los

casos el contribuyente ve mejorada por los jueces

la situación establecida por los Tribunales

Económico-Administrativos). En todo caso, los

Tribunales de Justicia ven facilitado su trabajo

pues reciben un expediente perfectamente

ordenado y con una decisión administrativa que,

compartirán o no los magistrados' pero que está

perfectamente estudiad a y razofiada.

IV. La nueva Ley General Tributaria de 18 de

diciembre de 2003

En el momento actual los Tribunales

Económico-Administrativos y el procedimiento

económico-administrativo que ante ellos tiene

lugar vienen regulados en la nuevaLey General

tributaria, de 17 de diciembre de 2003,

de un largo y prolijo proceso de reforma que

tiene su inicio en la Resolución de la Secretaría

de Estado de Hacienda de 15 de junio de 2000

por la que se constituyó la Comisión para el

estudio y propuesta de medidas para la reforma

de la Ley General Tributaria.)

Dicha Comisión, presidida por el Secretario

de Estado de Hacienda y vicepresidida por el

Director General de' Tributos, estaba compuesta

por destacados especialistas en el ámbito

irioututio con distintos orígenes. Allí estaban

representados el mundo universitario, el ámbito
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judicial, el sector privado y la Administración
tributaria con un denominador común: la
experiencia y la dedicación al mundo tributario.

El objetivo encomendado era ambicioso:
rendir un informe razonado al Secretario de
Estado de Hacienda en el que se debería contener
una propuesta de bases parala reforma de la Ley
General Tributaria. Se trataba pues, ni más ni
menos, que de sentar las bases para sustituir a la
noble y nunca bien ponderada Ley General
Tributaria, de 28 de diciembre de 1963, que, si
bien había entrado en el siglo XXI superando
numerosas reformas e innumerables
modificaciones puntuales incluidas en sucesivas
Leyes de Presupuestos y de Acompañamiento,
demandaba ya una amplia y profunda reforma,
todavía si cabe más necesaria dado su carácter de
ley preconstitucional.

En dicha Comisión, de la que tuve el
privilegio de formar parte, se me asignó la
ponencia al Título V "Reclamaciones y
Recursos" en colaboración con el Profesor Calvo
Ortega.

Fruto del trabajo de esta Comisión fue el
"Informe para la Reforma de la Ley General
Tributaria" hecho público en julio de 2001 por el
Instituto de Estudios Fiscales y sobre el cual
trabajó, a continuación, la Dirección General de
Tributos para elaborar el correspondiente
borrador de Anteproyecto de Ley General
Tributaria. Dicho borrador de Anteproyecto de
Ley fue, a su vez, objeto de estudio por una
Comisión de expertos en Derecho Financiero y
Tributario con carácter previo a su tramitación
formal. Una vez que dicha Comisión emitió su
correspondiente informe, también hecho público
por el Instituto de Estudios Fiscales, se procedió,
tras un amplio proceso de información pública, y
úía vez emitido el correspondiente dictamen del

Consejo de Estado, a su aprobación por el
Consejo de Ministros y a su rernisión al
Parlamento como Proyecto de Ley. Su discusión
y correspondiente aprobación parlamentaria
permite que podamos hoy hablar de una nueva
Ley General Tributaria,laLey 5812003, de 17 de
diciembre.

Pues bien, antes de entrar a analizar el
contenido de la nueva Ley General Tributaria en
lo que al procedimiento económico-
administrativo se reftere, y, efl concreto, en lo
que respecta a las medidas de simplificación y de
agllización de dicho procedimiento que la misma
contiene, quisiera recordar aigunas
recomendaciones al respecto del "Informe para la
Reforma de la Ley general Tributaria", pues
algunas de las cuales, como veremos, han servido
de pauta a los redactores de la nueva Ley General
Tributaria.

V. El informe de la Comisión para el estudio y
propuesta de medidas para la reforma de la
Ley General Tributaria.

El Informe de la Comisión para el estudio y
propuesta de medidas para la reforma de la Ley
General Tributaria, hecho público en julio de
2001 por el Instituto de Estudios Fiscales, al
abordar la revisión de los actos tributarios, lo
primero que hace es dejar constancia, como no
podía ser de otra manera, de su preocupación por
la situación actual de la conflictividad tributaria
en nuestro país y, en concreto, por la eficacia
actual de los recursos adminishativos que tienen
como objetivo dar respuesta adecuada a dicha
conflictividad. Para la Comisión la situación
actual se caracteriza, esencialrnente, por un lado,
por una duración excpsiva de ios procedirnientos
y, por otro lado, por una litigiosidad ca<ia día niás
elevada.



Pero, del mismo modo que la Comisión
pone de manifiesto una preocupante situación
que afecta a la revisión de los actos tributarios,
también deja constancia de la necesidad de que
las medidas, que, sin duda, hay que poner en
práctica, destinadas a potenciar y agilizar los
instrumentos de revisión de los actos tributarios,
vayan acompañadas de otras medidas destinadas
a atajar o reducir, al menos, la conflictividad
desde sus inicios, esto €S, desde su
exteriorización en el momento de las actuaciones
de comprobación e investigación. En otras
palabras, la Comisión advierte de que las
medidas legislativas a introducir en un futuro
Título de la Ley General Tributaria dedicado a
los procedimientos de revisión, por sí solas,
carecerían de virtualidad o, al menos, la tendrían
muy reducida si no se complernentan con formas
y figuras que permitan una mayor composición y
armonía de los intereses de Administración
tributaria y administrados.

En relación a los Tribunales Económico-
Administrativos, la Comisión no se cuestionó ni
su pervivencia ni su carácter obligatorio. Apostó,
en definitiva, por su continuidad, incidiendo, eso
sí, en la exigencia de que legalmente se les
reconozca independencia funcional en el
ejercicio de sus competencias y en la necesidad
de que se les dote de los medios personales y
materiales adecuados, proponiendo, asimismo,
medidas concretas dirigidas a mejorar su
funcionamiento y, sobre todo, a dotarlos de la
agilidad necesaria en la resolución de las
reclamaciones.

La Cornisión tuvo en cuenta en su
valoración de la vía económico-administrativa el
progtesivo incremento de la litigiosidad
tributaria, puesto de manifiesto si tenemos en
cuenta que, frente a las 100.000 reclamaciones
económico-administrativas que se presentaron en
el año 1990, se había pasado en el años 2000 a
156.500 reclamaciones presentadas, habiéndose
alcaru;ado, entre estos años, cifras máximas de

reclamaciones presentadas de 219.000 en el año
1994 y de 190.000 en el año 1996. En estos datos
se apoya la Comisión para solicitar que la
dotación de recursos materiales y humanos de los
Tribunales Económico-Administrativos se
adecue, no sólo alacadavezmayot capacidad de
gestión de la Agencia Estatal de la
Administración Tributana y de las Comunidades
Autónomas, sino también a los efectos que en el
ámbito tributario viene produciendo la
implantación de una serie de medidas dirigidas a
salvaguardar y garantizar los derechos de los
contribuyentes, entre las que se encuentran
aquellas dirigidas a facilitar el acceso a la vía de
los recursos y, en definitiva, a una tutela judicial
efectiva.

Pero, también, la Comisión se planteó si el
propio procedimiento económico-administrativo,
más cercano al procedimiento contencioso-
administrativo que al propio procedimiento
administrativo, debía ser objeto de revisión con
el objeto de dotarlo de mayor agilidad en
aquellos supuestos que, por su entidad, no fuesen
merecedores de un procedimiento colegiado
cuasijurisdiccional.

Pues bien, en este sentido, el Informe de la
Comisión apunta la posibilidad de que una serie
de cuestiones de forma, e incluso de fondo, no
sean objeto de un procedimiento colegiado y
discutidas en Sala sino que puedan ser estudiadas
y resueltas, sin merma de garantías para el
contribuyente, a través de órganos económico-
administrativos unipersonales. A juicio de la
Comisión las previsiones de la normativa actual,
que peüniten que el Secretario o el Vocal que
estén conociendo del expediente puedan dictar
providencia motivada acordando el archivo del
expediente en caso de manifiesta falta de
competencia, deberían ampliarse a otros
supuestos, como la extemporaneidad, el
desistimiento o la falta de legitimación. Es más,
la Comisión se planteó ir incluso más allá, de
manera que ciertas cuestiones sencillas, distintas



de las anteriores, aunque exijan pronunciamiento
sobre el fondo, no se vean necesariamente en
Sala. En definitiva, la Comisión abre la puerta a
llevar esta propuesta a sus últimos extremos,
proponiendo la creación de órganos económico-
administrativos unipersonales que conozcan de
asuntos sencillos y de rápida resolución. Todo
ello partiendo de la idea de que la vía
económico-administrativa no exige la
colegialidad y resulta admisible y conveniente,
dada la litigiosidad existente, que los asuntos de
menor entidad sean resueltos por un órgano
unipersonal.

Se puede, pues, concluir que la Comisión
no ha cuestionado ni la pervivencia ni la
obligatoriedad de la via económico-
administrativa. Lo que se demanda es una
permanente actualización de los Tribunales
Económico-Administrativos a los nuevos
tiempos, dotándolos de los medios personales y
materiales adecuados y de un marco legal que,
sin merma de los derechos y garantías de los
contribuyentes, permita ag¡lizar su procedimiento
en aquellos casos que así lo aconseje su escasa
entidad. Y todo ello teniendo en cuenta la
evolución que está experimentando el sistema
tributario, el gran protagonismo y actividad que
desarolla la Agencia Estatal de la
Administración Tributaria y el cada vez mayoÍ
peso de las Comunidades Autónomas en los
procesos de decisión en materia tributaria, a lo
que se une la existencia de una creciente
litigiosidad tributaria, no sólo derivada de la
propia naturaleza de la materia tributaria, sino,
también, del hecho de que la realidad actual
demuestra que el recurso es un derecho constante
y de creciente ejercicio por los ciudadanos cada
día mas exigentes con los servicios públicos.

Pero este planteamiento que hace la
Comisión en su "lnforme para la Reforma de la
Ley General Tributaria" a favor de la continuidad
con carácter obligatorio de la vía económico-
administrativa sugiriendo la creación de órganos

económico-administrativos unipersonales en una
serie de supuestos no es óbice para que la
Comisión también se haya pronunciado a favor
de la posible introducción de un arbitraje
tributario pam resolver con celeridad las
pretensiones tanto de los obligados tributarios
como de la propia Administración e, incluso, a
favor de la necesidad de regular la conciliación
judicial o, en su caso, ante los Tribunales
Económico-Administrativos. Pero ambas
iniciativas no pasaron de su mera formulación
antela dificulta<l de lograr un consenso en cuanto
al modelo que debería implantarse, ya que, en
concreto, en cuanto a la formula del arbitraje
ninguna de las propuestas de arbitrale, en
Derecho o en equidad y con limitación o sin
limitación de cuantía, se consideraron, ,)on
cat ácter general, aceptabl es.

VI. Los Tribunales Económico-Administrativos
en la Nueva Ley General Tributaria: Especial
referencia a las medidas de simplificación y
asilización del Procedimiento Económico-
Administrativo

A Planteamiento General

Con carácter general se puede decir que la
Ley General Tributaria, de acuerdo con el criterio
de la Comisión para el estudio y propuesta de
medidas para la reforma de la Ley GeneraL
Tributaria, confirma la pervivencia de los
Tribunales Económico-Admini strativo s.
regulando con amplitud y minuciosidad las
reclamaciones económico-administrativas. En
este sentido, la nueva Ley respeta la tradición
secular existente en nuestro país y supedita en
materia tributaria la finalización de la vía
administrativa a la interposición de la
correspondiente rbclamación económico-
administrativa con la intervención. en una o dos
instancias, de los Tribunales Económico-
Administrativos, aunque manteniendo la
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posibilidad del recurso directo o "per saltum", en
su caso, ante el Tribunal Económico-
Administrativo Central.

Pero, asimismo, es preciso destacar el
hecho importante de que la nueva Ley marco de
nuestro ordenamiento jurídico-tributario recoge
ya íntegramente y con amplitud la normativa
reguladora de la materia económico-
administrativa frente a la regulación mínima que
dedicaba a esta materia la Ley General Tributaria
de 1963. Ello supone, por tanto, la derogación
tanto de la Ley 3911980, de 5 de julio de Bases
sobre Procedimiento Económico-Administrativo
como del Real Decreto Legislativo 2.79511980,
de 12 de diciembre, por el que se articulaba la
Ley de Bases sobre Procedimiento Económico-
Administrativo, textos legales en los que hasta la
fecha se contenía la regulación de las
reclamaciones económico-administrativas y que
coexistían a estos efectos con la Ley General
Tributaria. Por 1o tanto, en esta materia, como en
otras, la nueva Ley General Tributaria tiene un
claro carácter "codificador". Este ánimo
codificador se recoge en su Exposición de
Motivos con expresa referencia a la
incorporación a la misma de la normativa que
regula el procedimiento económico-
administrativo.

,A,ñadamos también que en este momento se
está procediendo a la elaboración de un
Reglamento General de Revisión en vía
administrativa, en desarrollo de la nueva Ley
General Tributaria, y que incluirá el desarrollo
reglamentario correspondiente a las
reclamaciones económico-administrativas y que,
una vez aprobado, vendrá a sustituir, por lo tanto,
al Reglamento de Procedimiento en las
reclamaciones económico-administrativas de I
de marzo de 1996. Dicho Reglamento superada
ya su fase de información pública será un
Reglamento de mínimos dada la extensa y
minuciosa regulación que de las reclamaciones
económico-administrativas y del procedimiento

económico-administrativo hace la nueva Ley
General Tributaria.

B. Ámbito de las reclamaciones
económico-administrativas.

Por lo que se refiere al ámbito de las
reclamaciones económico-administrativas es
interesante recordar la gran amplitud del ámbito
de actuación de los Tribunales Económico-
Administrativos en España. En efecto, si bien los
Tribunales Económico-Administrativos se
centran fundamentalmente en la revisión de los
actos dictados on materia tributaria por la
Administración del Estado, tanto central como
periférica, la competencia de estos órganos, no se
agota con ello.

Y, en este sentido, constatamos que en la
nueva Ley General Tributaria se amplía todavía
más el ámbito de las reclamaciones económico-
administrativas y ello en lo que respecta, sobre
todo, a materias no estrictamente tributarias. En
efecto, como materias tributarias que pueden se
obj eto de reclamación económico-administrativa
se incluyen, como hasta ahora,la aplicación de
los tributos y la imposición de sanciones
tributarias que realicen la Administración
General del Estado y las Entidades de Derecho
Público vinculadas o dependientes de la misma,
asi como las Comunidades Autónomas en cuanto
a los tributos cedidos por el Estado y a los
recargos establecidos sobre éstos. Pero en lo que
respecta a materias no estrictamente tributarias,
en la Disposición adicional undécima de la nueva
L"y, al reconocimiento o liquidación de
obligaciones del Tesoro Público y de toda clase
de pensiones y derechos pasivos competencia del
Ministerio de Haciertda, se añaden, como posible
objeto de reclamaciones económico-
administrativas, los actos recaudatorios de la
Agencia Estatal de la Administración Tributaria
relativos a ingresos de Derecho Público,



tributarios o no, de cualquier Administración
Pública.

Asimismo, también se amplían los actos
susceptibles de reclamación económico-
administrativa, incluyéndose expresamente una
serie de actuaciones u omisiones de los
particulares en materia tributaria como son,
además de las relativas a las obligaciones de
repercutir y soportar la repercusión y de practicar
y soportar retenciones o ingresos a cuenta, "las

relativas a la obligación de expedir, entregar y
rectificar facturas que incumben a los
empresarios y profesionales", y "las derivadas de
las relaciones entre el sustituto y el
contribuyente". Es preciso destacar que, en estos
supuestos, la actuación de los Tribunales
Económico-Administrativos no trata de revisar
las actuaciones de un órgano gestor de la
Administración tributaria, sino de satisfacer
pretensiones de los particulares constituidos en
parte procesal, declarando derechos e
imponiendo obligaciones a las partes, sin
perjuicio, por supuesto, de que su resolución
pueda ser revisada, a su vez, según lo previsto en
el sistema seneral de recursos.

C. El protagonismo de los órganos
unipersonales en la nueva Ley General
Tributaria

Mención especial merece, ya desde la
óptica de la flexibilización y agilización del
procedimiento económico-administrativo, la
referencia de la Ley General Tributaria a que los
Tribunales Económico-Admini strativo s
funcionarán en Pleno, en Salas y,
novedosarnente, siguiendo la línea apuntada por
la Comisión en su lnforme, de forma unipersonal
a través del Presidente, los Presidentes de Sala,
cualquiera de los Vocales, el Secretario o a través

de otros órganos unipersonales que se determinen
reslamentariamente.

a) En el procedimiento general

Los órganos unipersonales van a tener ya
un cierto protagonismo dentro del procedimiento
general económico-administrativo porque para
resolver cuestiones incidentales del
procedimiento, es decir aquellas cuyas resoluc,ión
sea previa a la tranitación de la reclamación, sin
que pueda esperarse a que recaiga acuerdo sobre
el fondo, podrá actuarse de forma unipersonal no
siendo la resolución susceptible de recurso, sin
perjuicio del que proceda, en su caso, contra la
resolución de la reclamación.

Pero es que, además, la nueva Ley, dentro
del procedimiento general, no sólo recoge la
posibilidad de que el Tribunal pueda actuar de
forma unipersonal en cuestiones incidentales,
también regula esta posibilidad cuando el
procedimiento termine mediante acuerdo
motivado de archivo de actuaciones o mediante
resolución que declare la inadmisibilidad.

b) A través de un procedimiento especial
abreviado

Pero la nueva Ley General Tributaria
introduce., además, la regulación de un
procedimiento abreviado ante órganos
unipersonales hasta ahora inexistente y siguiendo
las sugerencias contenidas en el Informe de la
Comisión para el estudio y propuesta de medidas
pan�ala reforma de la Ley General Tributaria. En
efecto, la L"y, después de afirmar que los
Tribunales Económico -Administrativos

funcionarán en Pleno, en Salas y de forma
unipersonal, a través del Presidente, los
Presidentes de Sala, cualquiera de los Vocales, el



Secretario o a través de otros órganos
unipersonales que se determinen
reglamentariamente, regula un procedimiento
abreviado ante dichos órganos unipersonales'
Dicho procedimiento, que se desarrollará
reglamentariamente, será de aplicación a las
reclamaciones económico-administrativas que se
interpongan a partir de un año desde la entrada
en vigor de la Ley.

Estos órganos unipersonales resolverán en
un plazo máximo de seis meses, pasados los
cuales dejará de devengarse el interés de demora,
aquellas reclamaciones cuya cuantía sea inferior
a la que se fije reglamentariamente (el bonador
de Reglamento General de Revisión en vía
administrativa fija una cuantía de 1.500 euros ó
18.000 euros si la reclamación se interpone
contra un acto de valoración o de fijación de base
imponible), en las que se alegue exclusivamente
inconstitucionalidad o ilegalidad de normas, falta
o defecto de notificación, insuficiencia de
motivación o incongruencia del acto impugnado,
cuestiones relacionadas corr la comprobación de
valores o bien otras circunstancias previstas
reglamentariamente.

La reclamación deberá iniciarse mediante
escrito con la identificación del reclamante, el
acto o actuación contra el que se reclama, el
domicilio para notificaciones y el Tribunal ante
el que se interpone y se acompañarán las
alegaciones que se formulen. De oficio o a
instancia del interesado cabe convocar la
celebración de una vista oral.

Transcurrido el plazo de seis meses sin que
se haya notificado resolución expresa, y sin
pe{uicio de que el órgano económico-
administrativo deba resolver en todo caso, el
interesado podrá considerar desestimada la
reclamación al objeto de interponer el recurso

procedente, no devengándose interés de demora
transcurrido dicho plazo siempre que se haya
acordado la suspensión del acto reclamado.

Contra las resoluciones que se dicten por
los órganos unipersonales dentro de este
procedimiento abreviado no podrá interponerse
recurso de alzada ordinario, cabiendo solamente,
y en su caso, los recursos extraordinarios para la
unificación de criterio y de doctrina y de
revisión.

En definitiva, se trata con estos órganos
unipersonales de reducir el número de asuntos
que se sustancian tanto en Pleno como en Sala,
con el fin de optimizar los recursos con los que, a
estos efectos, cuenta la Adminishación tributaria
y, de esta forma, disminuir, en la medida de lo
posible, las demoras que se producen en la vía
económico- administrutiva y ello en aquellas
cuestiones que se caractenzan por su reducida
cuantía o por su escasa complejidad.

D. Otras medidas concretas de
simplificación y ag¡lización del
procedimiento económico-administrativo

a) Lugar de presentación

Resulta una novedad en la nueva LeY,
novedad controvertida, el que la reclamación se
ha de interponer ante el propio órgano de gestión
que dictó el acto, que remitirá la reclamación al
Tribunal, junto con el expediente, en el plazo de
un mes, pudiendo incorporar, a su vez, un
informe si se considera conveniente. Si al escrito
de interposición se acompañan alegaciones, el
órgano de gestión que dictó el acto impugnado
podrá anular total o parcialmente el acto
impugnado dentro del citado plazo de un mes,
debiendo remitir al Tribunal, en este caso, el
nuevo acto dictado, junto con el escrito de
interposición. Este planteamiento que, sin duda,
pretende reducir la conflictividad ante los
Tribunales Económico-Administrativos Y, en
cualquier caso, agilizar el procedimiento, sobre
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todo en el envío de los expedientes de gestión,
exigirá aclaraciones reglamentarias dados los
distintos supuestos que se pueden plantear como
c,onsecuencia de la actuación del órgano de
gestión y la exigencia que plantea el hecho de
que lo que existe "ab initio", cualquiera que sea
la decisión del órgano de gestión, es una
reclamación económico-administrativa cuya
resolución definitiva compete a los Tribunales
Económico-Admini strativo s.

b) Recurso de anulación

Dentro del procedimiento general en única
o primera instancia, se regula novedosamente, y
con el objeto de ag¡lizar el procedimiento
evitando en lo posible la segunda instancia, es
decir los recursos de alzada ordinarios, y por lo
tanto la dilación del procedimiento, un recurso de
anulación que podrá interponerse en el plazo de
quince días ante el propio Tribunal que dictó la
resolución con carácter previo, en su caso, al
recnrso de alzada ordinario. Dicho recurso de
anulación tan sólo podrá interponerse en los
siguientes casos: a)cuando se haya declarado
incorrectamente la inadmisibilidad de la
reclamación, b)cuando se hayan declarado
inexistentes las alegaciones o pruebas
oportunamente presentadas y c)cuando se alegue
la existencia de incongruencia completa y
manifiesta de la resolución. También podrá
interponerse recurso de anulación contra el
acuerdo de archivo de actuaciones. El escrito de
interposición incluirá las alegaciones y adjuntará
las pruebas pertinentes y el Tribunal resolverá sin
más trámite en el plazo de un mes, entendiéndose
desestimado el recurso en caso contrario.

c)Plazo para resolver

Se mantiene el plazo de un año para
resolver las reclamaciones económico-
administrativas, en cualquiera de sus instancias,
aunque es de destacar que en la nueva Ley este
plazo se configura como un plazo máximo para
notificar la resolución. Como novedad, se
establece, con el objeto de apremiar la resolución

en plazo, que, pasado dicho plazo sin que exista
resolución expresa, no se devengarán intereses de
demora a cargo del contribuyente, siendo de
aplicación esta norma a las reclamaciones
económico- administrativas que se interpongan a
partir de un año desde la entrada en vigor de esta
Ley.

VII. Conclusién

Para terminar, y como conclusión, sólo me
resta señalar que la nueva Ley General Tributaria
apuesta claramente por la potenciación y el
perfeccionamiento de la via económico-
administrativa que ha venido cumpliendo una
función importante y delicada en nuestro sistema
tributario desde hace mas de cien años. Esta
función no es otra que la de resolver en Derecho
las controversias entre los dos polos de la
relación tributaria -Administración Tributaria y
contribuyentes- frecuentemente en tensión, lo
que hace que su labor no siempre sea bien
comprendida ni valorada. A ello se deben unir
formulas o medidas que agilicen el
procedimiento sin merma de los derechos y
garantías de los contribuyentes. Este es uno de
1os grandes objetivos de la nueva Ley General
Tributaria. Se trata de arbitrar en el ámbito de los
Tribunales Económico-Administrativos técnicas
de decisión ágiles ante pretensiones sencillas.
Los órganos unipersonales que se diseñan
constituyen un buen ejemplo que el desarrollo
reglamentario coffespondiente deberá perfilar y
que la práctica deberá consolidar. Después a los
responsables de los Tribunales Económico-
Administrativos les corresponderá trabajar de
manera que la actividad que estos Tribunales se
caracterice siempre por su rigor jurídico,
independencia funcionai, especialización,
gratuidad y agilidad, cumpliendo así la función
para la que fueron creados.

Doctor Eduardo Abril AbadÍn.

Presidente del Tribunal Económico-
Administrativo Central de España
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Los pasados 31 de mayo, 1,2 y 3 de junio
de 2005, en la Ciudad de México, Distrito
Federal, se llevó a cabo el Coloquio Binacional
México-Argentina, sobre Justicia Administrativa,
evento que fue inaugurado por la Magistrada Ma.
del Consuelo Villalobos Ortiz, Presidenta del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa de México y Secretaria Ejecutiva
de la Asociación Iberoamericana de Tribunales
de Justicia Fiscal o Administrativa.

Dicho acontecimiento fue realizado en las
instalaciones del auditorio Antonio Carrillo
Flores, con el patrocinio y coordinación del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, a través de su Instituto de
Estudios Sobre Justicia Administrativa, tal
evento tuvo la participación del Doctor Josué
Ignacio Buitrago, Presidente del Tribunal Fiscal
de la Nación de Argentina, quien comento sobre
la situación actual del tribunal que representa a
cuarenta y cinco años de su fundación y la
Doctora Mónica Navarro, Presidenta del Tribunal
Fiscal de Apelaciones de la Provincia de Buenos
Aires, expuso el tema relativo a la ubicación y
alcances de dicho tribunal, así como los
principales temas jurídicos materia de juicio
contencioso administrativo.

Por parte de México, intervinieron el
Magistrado Jorge Alberto García Cáceres,
miembro de la Primera Sección de la Sala
Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa, quien explicó las cuestiones
relevantes del Contencioso Administrativo
Federal en México; la Doctora Lucila Silva
Guerrero, Magistrada de la Sala Superior del
Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito
Federal. abordo el tema de la incorporación al
texto constitucional de los principios de los
Tribunales Contencioso Administrativos de
carácter local; finalmente el Magistrado Luis
Montes de Oca, Presidente del Tribunal
Contenciosos Administrativo del Estado de
México, departió sobre la codificación
administrativa, dentro de los Estados de la
República, en dos direcciones: Armonizar la
legislación del Estado con Ia Municipal y
simplificar procedimientos administrativos, bajo
una ley única.

Tan importante acontecimiento pone de
manifiesto que los objetivos de la Asociación
Iberoamericana de Tribunales de Justicia Fiscal o
Administrativa, concerniente a propiciar el
acercamiento entre los integrantes de los
tribunales miembros. así como el intercambio de
ideas y experiencias para mejorar la justicia fiscal
y administrativa, se viene cumpliendo, razón pot
la que debemos continuar impulsando estos
acercamientos, que además de la utilidad del
conocimiento compartido, nos consolida como
agrupación.



De izqaierda a derecha:
Lic. M. Eugenio Awiagu V Mayés,
Magistrada Wctoriu Eagenia Qairoz de Carrillo,
Magistrada Marís del Consuelo Walobos Ortia
Doctoru Mónica Nüvarro,
Doctor lgnacio José Buitrago y
Magistrado Jorge Alberto Garcíu Cáceres

De izquierda u derecha:
Doctoru Mónicu Navuno,

Magistrada Msríu del Consuelo Wlalobos Ortiz,
Doctor lgnacio Josué Buitrugo Y

Magistrudo Jorge Alberto García Cáceres.

De izquierdu a derecha:
Lic. M. Eugenio Awiaga V Mayés,
Doctora Mónica Nuvarro,
Magistrudo Jaime Aruiza Velásquez,
Doctor lgnacio José Buitr&go y
Doctora Lucila Silva Gaerrero.ffi
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Para conmemorar el LXIX Aniversario de
la promulgación de la Ley de Justicia Fiscal de
26 de agosto de 1936, que dio nacimiento al
Tribunal Fiscal de la Federación, ahora
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, ésta institución ha organizado
la XIV Reunión Anual de Magistrados, que
tendrá verificativo en San Agustín, Garza
García, de la progresista Ciudad de Monterrey,
Nuevo León, los días 24 al 26, de agosto del
año en curso.

"Que mal hacen aquellos que no plantan la
cara a lo que constituye su obligación, pues quien huye
del campo de batalla, tendrá que volver a él para
enfrentarse al enemigo o al problema irredento."

Mendrano.

"Ten el valor de servirte de tu propia razón"

Kanl

El tema de disertación en la reunión es
NANTE LOS RETOS DEL FUTURO, VALORES
Y CAPACIDADES DEL CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO FEDERAL" mismo que
será desarrollado en diversas conferencias
magistrales, de las cuales daremos cuenta en el
próximo boletín.


